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León, Guanajuato, a 15 quince de septiembre del año 2011 dos mil once. 
V I S T O S  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 262/2011-JN promovido por los ciudadanos Carlos Núñez Melchor, Rafael Vargas Moreno, Juan Padilla Chagoya, Sergio Alejandro Muñoz Muñiz, José Luis Peña Campos, y María Socorro Espino Ramírez;  y; . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue presentado oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que los actores, bajo protesta de decir verdad, se ostentaron sabedores de los actos impugnados; lo que fue en los días 22 veintidós, 24 veinticuatro y 28 veintiocho de junio del 2011 dos mil once; sin que de las constancias de autos, se desprendiera lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados se encuentra debidamente acreditada en autos, con las ordenes de inspección originales, emitidas por el Director de Verificación Urbana de este Municipio; mismas que ofrecidas por los actores les fueron admitidas como  pruebas de su intención (visible en autos, en copia certificada, a fojas 11 once a 16 dieciséis); documentales a las que, con sustento en los artículos  78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se les otorga pleno valor probatorio, ya que se trata de documentos públicos expedidos por un servidor público en el ejercicio de sus funciones; aunado al hecho de que su emisión es reconocida por la propia autoridad demandada, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo narrado en la demanda, de lo expuesto por la autoridad demandada y de las constancias que integran el presente proceso, se desprende que con fechas 17, diecisiete, 23 veintitrés, 24 veinticuatro y 27 veintisiete de junio del año 2011 dos mil once, el Director de Verificación Normativa emitió las ordenes de inspección, con números de expediente: 0758/2011 C/US; 0788/2011 C/US; 789/2011 C/US; 0790/2011 C/US; 0791/2011 C/US; y 0806/2011 C/US; dirigidas a los ciudadanos Carlos Núñez Melchor, Rafael Vargas Moreno, Juan Padilla Chagoya, Sergio Alejandro Muñoz Muñiz, José Luis Peña Campos y María Socorro Espino Ramírez, respectivamente; respecto de los domicilios ubicados sobre el Boulevard Milenio, o a un costado del mismo, frente a la Universidad Tecnológica de León, de la colonia San Carlos de esta ciudad; con el objeto de verificar, entre otras cosas, si contaban con la licencia de uso de suelo y de construcción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Actos que los justiciables consideran son ilegales; toda vez que alegan que el emisor no fundó su competencia y que no se encuentran debidamente fundadas ni motivadas; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.-  Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hizo valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que refiere que no se afectan los intereses jurídicos de los actores, debido a que los actos que se impugnan -ordenes de inspección- son parte del procedimiento administrativo de inspección y que por sí solas no les causan ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causal de improcedencia que sí se actualiza, pues en el presente asunto no se acredita afectación alguna al interés jurídico de la parte actora, conforme a las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo; por lo que es necesario que el juicio se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa; y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra señalan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los Juzgados Administrativos Municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrán impugnar ante el otro el mismo acto”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a)
Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la doctrina jurídica en materia administrativa, define al interés jurídico como el: "Derecho subjetivo de carácter administrativo"; y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48 cuarenta y ocho, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

De lo anterior, se concluye que para la procedencia del proceso administrativo, los actos o resoluciones que se impugnen deben afectar el interés jurídico del impetrante y que dicha afectación se presenta cuando una autoridad administrativa, a través de un acto de carácter administrativo, le depara un perjuicio legal a un particular, afectando un derecho subjetivo. . . . . . . 
Así las cosas, la demanda en el presente proceso administrativo la formulan los ciudadanos Carlos Núñez Melchor, Rafael Vargas Moreno, Juan Padilla Chagoya, Sergio Alejandro Muñoz Muñiz, José Luis Peña Campos y María Socorro Espino Ramírez; planteando que les afecta la orden de inspección que a cada uno se emitió por el Director de Verificación Urbana, respecto de los locales ubicados sobre el Boulevard Milenio, o a un costado del mismo, frente a la Universidad Tecnológica de León, de la colonia San Carlos de esta ciudad; con el objeto de verificar, entre otras cosas, si contaban con la licencia de uso de suelo y de construcción; ordenes de inspección dictadas dentro de los expedientes 0758/2011 C/US; 0788/2011 C/US; 789/2011 C/US; 0790/2011 C/US; 0791/2011 C/US; y, 0806/2011 C/US. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, para este Juzgador tales actos impugnados, aún no causan afectación a los intereses jurídicos de los actores, porque dichos actos no son impugnables por sí mismos, ya que encuadran dentro de la categoría de instrumentales o procedimentales que sólo sirven para aportar los elementos necesarios para el dictado de una resolución final dentro un procedimiento administrativo, en este caso de inspección; ello en virtud de que son consecuencia de la facultad de control que la autoridad administrativa tiene para cerciorarse del cumplimiento de las disposiciones contenidas en sus ordenamientos, facultad que ejerce a través de la realización de un procedimiento administrativo, que se inicia con la orden de inspección y concluye con una calificación en la que, en su caso, puede señalarse la existencia de incumplimiento a las disposiciones, leyes o reglamentos aplicables en la que se finque o no una responsabilidad y, como consecuencia, la imposición de alguna sanción, que pueda ser una multa o incluso una clausura; por lo que en realidad la afectación al interés jurídico de los actores se presenta, una vez que se haya dictado la resolución definitiva del procedimiento; y es en ese momento cuando quienes resulten afectados deban impugnar tanto la resolución definitiva, -que constituye el acto administrativo susceptible de ser impugnado- como de todos y cada uno de los actos que lo originaron, -como lo es la orden de visita, acto con que dio inicio cada uno de los procedimientos respectivos-; así como las irregularidades que los visitados aprecien sobre el modo en que los procedimientos se hayan tramitado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, es improcedente el presente proceso, al no verse afectados los intereses jurídicos de los actores; toda vez que de las actuaciones y constancias que integran la presente causa administrativa, no se desprende o acredita fehacientemente, que los actos impugnados por si solos, les afecten sus bienes o derechos subjetivos; puesto que esto ocurriría, en un momento dado, cuando se emitiera la resolución mediante la cual se les atribuya alguna responsabilidad de carácter administrativo y que como consecuencia de ello, se les aplicara una sanción; por lo que, entonces, sí los actores podrían verse afectados en sus derechos o sus bienes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al caso resulta, en lo conducente, aplicable el criterio del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la página 12 doce de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, el cual es del tenor siguiente:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“ACTOS PROCEDIMENTALES, SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO EN TRATANDOSE DE.- Si bien es cierto, en los artículos 57 y 58 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, no se contempla como causal de improcedencia o sobreseimiento el entablar demanda contra actos que integran el procedimiento administrativo y en su artículo 18, fracción III, sólo se refiere a resoluciones definitivas en materia de responsabilidad administrativa; contra los actos que integran el procedimiento previo a la emisión del acto o resolución administrativas, se puede decretar una u otro con fundamento en el artículo 57, fracción I, de la ley de la Materia, al no afectar los intereses jurídicos del accionante, pues el acto así impugnado, no le ha lesionado aún ningún derecho que inclusive puede serle conferido o reconocido por la resolución que culmine con el procedimiento. (Resolución de 9 de agosto de 2000; Toca 28/00; Recurso de Reclamación promovido por el C. Lic. Andrés Guardado Santoyo). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto y razonado, al quedar demostrado, en la presente causa administrativa, que no se cumple con el requisito “sine qua non” de que la parte actora acredite que tiene interés jurídico y el mismo resulta afectado, de acuerdo a lo previsto en los ya señalados artículos 206-A, Párrafo Segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo cual resulta necesario para la procedencia del proceso administrativo; es decir, que exista un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor de los accionantes; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; resulta procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia antes mencionado, al no afectar, como ya se dijo, las ordenes de inspección impugnadas, los intereses jurídicos de los justiciables. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo; atendiendo al principio de economía procesal, no se realizará el análisis de las causales de improcedencia que procedan de manera oficiosa, pues en nada variaría el sentido de esta resolución; ni tampoco se efectuará el estudio de los conceptos de impugnación expresados por los actores; pues la actualización de la causa de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, y por ende el sobreseimiento del proceso, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO NUMERO DE EXPEDIENTE 262/2011-JN, DICTADA EL DÍA 15 QUINCE DE SEPTIEMBRE DEL 2011 DOS MIL ONCE. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

